
El Centro de Estudios Públi-
cos (CEP) sigue de cerca el deba-
te sobre la evolución de la pobre-
za en Chile, y, de hecho, dos inte-
grantes de la Comisión Asesora
Presidencial que revisó su medi-
ción oficial han estado ligados a
la entidad.

En el organismo, un análisis
de los investigadores Sebastián
Izquierdo y Gabriel Ugarte lla-
ma a no subestimar las conclu-
siones de este gru-
po de expertos ,
donde se revela
que con estándares
más exigentes, la
pobreza sería más
alta de la que se ha
informado hasta
ahora (ver nota
principal). “Si la tasa de pobreza
en Chile no es 6,5% sino 22,3%,
el desafío que enfrentamos cam-
bia radicalmente (...). Este nuevo
diagnóstico —fruto de una me-
jor medición, no de un empeora-
miento de la realidad— obliga a
replantear prioridades, políticas
y capacidades del Estado: el país

debe decidir cómo responder
frente a una cifra que más que
triplica la anterior”, afirman. 

En este sentido, el análisis de
los especialistas sostiene que
parte importante de la respuesta
pasa por el crecimiento econó-
mico, cuyo desarrollo reciente

sugiere un escenario
más desafiante que
en el pasado. “Entre
1990 y 2017, el 91,9%
de la disminución en
la tasa de pobreza
provino del creci-
miento económico
(…). Lamentable-

mente, hoy enfrentamos un es-
cenario menos auspicioso. El
crecimiento actual apenas bor-
dea un par de puntos porcentua-
les y las proyecciones son igual
de mediocres. En otras palabras,
se ha debilitado el motor princi-
pal que permitió reducir la po-
breza en el pasado”, dicen.

También afirman que la res-
puesta a este fenómeno debe pa-
sar necesariamente por un foco
específico en los grupos vulne-
rables: “Es momento de revisar
la arquitectura de nuestras polí-
ticas sociales. Con décadas de
políticas universalistas, es hora
de volver a priorizar a quienes
más lo necesitan. Aunque a nivel
general se observa que el gasto
social se concentra en los quinti-
les socioeconómicos más bajos,
la proporción destinada a los
más vulnerables ha disminuido
gradualmente”.

Avances y desafíos

En cuanto a las sugerencias es-
pecíficas que planteó la comi-
sión, ambos expertos reconocen
que es un avance significativo,
aunque hay aspectos debatibles. 

Por ejemplo, aunque destacan
la eliminación del alquiler impu-

tado como medida para ponde-
rar la situación soecioeconómica
de quienes son propietarios de
una vivienda, creen que la idea
de establecer líneas de pobreza
diferenciadas ofrecen solo una
solución parcial. “Sería deseable
reconocer su carácter transitorio
e impulsar el desarrollo de un
instrumento más robusto que
permita abordar esta brecha en
el futuro”, opinan.

Más críticos son respecto de
las propuestas para actualizar la
pobreza multidimensional,
aquella que considera otros pa-
rámetros distintos del ingreso
mensual. En materia de educa-
ción, dicen, “lo más atractivo es
la incorporación de un indicador
de resultados”, en alusión a que
un hogar será considerado “ca-
rente” si al menos uno de sus in-
tegrantes asiste a un colegio
donde más del 50% de los alum-
nos obtienen resultados insufi-

cientes en el SIMCE. 
Caso opuesto ocurre en salud,

reclaman, porque “no se incor-
pora ningún criterio que refleje
la oportunidad de atención, pese
a que las listas de espera son una
de las principales falencias del
sistema”. También plantean que
la inseguridad alimentaria pue-
de estar más vinculada a la po-
breza por ingresos.

En la dimensión de trabajo,
donde el indicador se amplía pa-
ra ponderar también a las perso-
nas subempleadas en términos
de horas laborales, señalan que
“una mejora adicional podría ser
considerar también el subem-
pleo por calificación, aludiendo
a quienes ocupan puestos por
debajo de su nivel de forma-
ción”. Advierten que es discuti-
ble el criterio de considerar co-
mo hogar carente a uno donde al
menos un integrante está dedi-
cado a labores de cuidado, “ya

que las causas detrás de esa si-
tuación pueden ser estructurales
o elecciones personales”. 

En materia de vivienda, tam-
bién plantean que el indicador
propuesto puede reflejar de me-
jor manera la verdadera vulne-
rabilidad de los hogares. “No se
ajusta por nivel de ingreso, lo
que podría llevar a clasificar co-
mo carentes a hogares que no ex-
perimentan una verdadera pér-
dida de bienestar”, ejemplifican.

En la última dimensión, de re-
des y cohesión social, remarcan
que “la comisión propone aumen-
tar su ponderación, aunque no se
explicita si se resolvieron las limi-
taciones técnicas que justificaron
su menor peso en el índice actual”.
Eso sí, valoran positivamente el
nuevo indicador de conectividad
digital, “relevante en un contexto
donde el acceso a internet se ha
vuelto esencial para el ejercicio de
derechos y oportunidades”.

Análisis de investigadores Sebastián Izquierdo y Gabriel Ugarte

CEP y la nueva medición 
de la pobreza: “El desafío que
enfrentamos cambia radicalmente” 

En la entidad afirman que el criterio que sugiere la Comisión
Asesora obliga a “replantear prioridades”, darle más urgencia
al crecimiento económico y volver a priorizar la focalización. 

JOAQUÍN AGUILERA R. 

Sebastián Izquierdo, investigador
CEP.
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Gabriel Ugarte, investigador CEP.
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SEPTIEMBRE
De aquí a septiembre se
analizará qué medidas

se incorporan a la
medición de la Casen.

La Comisión Asesora Presidencial para la medición de la pobreza entregó, tras un año y medio de trabajo, sus conclusiones al jefe de Estado.
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Más de un quinto de la pobla-
ción nacional percibe ingresos
por debajo de la línea de la po-
breza, si es que la medición se
ajusta a parámetros alineados
con el desarrollo económico que
ha tenido el país en la última dé-
cada. Esa es la principal conclu-
sión de la Comisión Asesora Pre-
sidencial que entregó su informe
final para actualizar la medición
de la pobreza en Chile, fundán-
dose en el diagnóstico de que los
patrones de consumo y el acceso
a servicios, entre otros factores,
ameritan un estándar más exi-
gente para el indicador.

Este grupo, liderado por el
economista Osvaldo Larrañaga,
entregó ayer un documento
—de más de 130 páginas— al
Presidente Gabriel Boric, con
una serie de recomendaciones
para incorporar en los cálculos
de la encuesta Casen 2024, cu-
yos resultados se darán a cono-
cer en enero próximo, tras defi-
nir qué elementos de este docu-
mento se van a acoger. Aunque
esa información se está proce-
sando, “por lo general, cuando
los países actualizan su pobreza,
la valla se hace más exigente”,
adelanta Larrañaga.

Un punto de referencia son las
mediciones anteriores. Al aplicar
los cambios metodológicos, nue-
vos criterios y fuentes de infor-
mación que recomienda la Comi-
sión, la tasa de pobreza nacional
que reveló la última encuesta Ca-
sen (2022) sería de 22,3%, más
que triplicando el 6,5% que se
constató con la fórmula vigente.
También se ajustan al alza las me-
diciones de 2020 y 2017 (ver in-
fografía), tal como ocurrió con el
último ajuste metodológico de
2013, que elevó la tasa de ese año
desde 7,8% a 14,4%.

Consultada sobre la relevan-
cia de esta actualización, la mi-
nistra de Desarrollo Social, Ja-
viera Toro, sostiene que “cuan-
do el país va progresando, tene-
mos también e l desaf ío de
mirarnos con instrumentos más
exigentes. Como Gobierno cree-
mos que tener una panorámica
que refleje esos cambios que ha
ido experimentando nuestra so-
ciedad, que refleje las formas de
vida actuales, es relevante”.

La nueva canasta

La recomendación que más
eleva la vara para la medición
son los cambios en la canasta de
productos que se considera co-
mo base para calcular la línea de
la pobreza. Lo más relevante es
el cambio en la fuente de infor-
mación, que pasa de un cálculo
basado en el Índice de Precios al
Consumidor (IPC) a los datos
efectivos reportados por la po-
blación en cuanto a cantidad y
precios de productos en la En-
cuesta de Presupuestos Familia-
res (EPF) de 2017. El supuesto
vigente, explicó Larrañaga, asu-
mía “que los hogares pobres pa-
gaban un precio que era más
bien bajo y que en la práctica hoy
día entendemos que no es así”.

Hasta ahora, la base de la me-
dición era la EPF de 2011, lo que
según las autoridades también
estaba desactualizado respecto
de las tendencias de consumo
actual, como por ejemplo el ma-

sivo uso de smartphones y acceso
a plataformas digitales.

Asimismo, se incorporó un cri-
terio distinto al actual: una canas-
ta básica saludable. Hasta hoy, la
línea de la pobreza se calcula uti-
lizando un listado de productos
que componen la canasta básica,

en función de lo que requieren
los hogares para cubrir un reque-
rimiento mínimo de 2.000 calo-
rías diarias por persona —ade-
más de consumo no alimenti-
cio—. Según los expertos, este
criterio está obsoleto, en tanto el
principal problema no es la sufi-

ciencia de alimentos, sino su cali-
dad. En concreto, la norma redu-
ce en esta canasta un 50% del
consumo de alimentos ultrapro-
cesados, dentro de los cuales se
consideran productos como ju-
gos y refrescos en polvo, viene-
sas, patés, galletas y tortas.

Solo con estas dos actualiza-
ciones, la línea de la pobreza
—que determina quiénes que-
dan dentro de esta categoría, se-
gún su nivel de ingresos— se
eleva desde $216.849 a $293.709
(alza de 35,4%). 

La incorporación de los crite-

rios de alimentación saludable
contó con la asesoría de la Uni-
versidad de Chile, y en el debate
se propuso eliminar el 100% de
los ultraprocesados. Sin embar-
go, el consenso fue una reduc-
ción parcial, acorde al consumo
efectivo de la población. Esta de-
cisión se toma sobre la base de la
experiencia de países como Ca-
nadá y Uruguay.

Arriendo y vivienda

Uno de los cambios metodoló-
gicos que cuentan con amplio
consenso dice relación con el “al-
quiler imputado”. Este cálculo,
que hoy forma parte de la medi-
ción de pobreza, asigna un ingre-
so virtual a quienes son propieta-
rios de una vivienda, con el fin de
representar el gasto que no reali-
zan por concepto de arriendo.
Una de las mayores críticas a este
instrumento es que tiende a su-
bestimar la tasa de pobreza real.

En este sentido, la Comisión
propone establecer una línea de
la pobreza diferenciada entre
arrendatarios y propietarios.
Además, incorpora en los gastos
del primer grupo aquellos mon-
tos reportados en la propia en-
cuesta Casen, en lugar de reajus-
tarlos según el ítem de arriendo
que está incluido en el IPC.

Según las estimaciones basa-
das en la Casen de 2022, la línea
de la pobreza en hogares que no
pagan arriendo es de $223.717, y
de $347.456 para arrendatarios.
Sin embargo, ambos grupos se
ponderan en una tasa de pobre-
za única del 22,3%.

¿Pobreza subestimada?

Si bien el salto desde 6,5% a
22,3% es relevante, los expertos
llaman a no sobrerreaccionar an-
te las cifras. De acuerdo con Er-
nesto González, de la Fundación
para la Superación de la Pobre-
za, “tiene mucha importancia
decir cuántas personas viven ex-
periencias de pobreza en el país,
pero lo más importante es qué
haces con eso (…). Como punto
de partida es bueno porque la
política social debería ir orienta-
da a reducir esos indicadores”.

“Es bueno que se siga discu-
tiendo y que se siga tratando de
mejorar la medición de la pobre-
za. También creo que es proba-
ble que estemos subestimando,
en cierta medida, este indica-
dor”, dice la directora del Centro
de Microdatos de la U. de Chile,
Lorena Flores.

La Comisión también reco-
mienda aumentar la exigencia
en la pobreza multidimensional,
aquella que considera criterios
distintos al ingreso. La propues-
ta mantiene las cinco dimensio-
nes actuales (educación, trabajo
y seguridad social, salud y vi-
vienda, redes y cohesión social),
cuyo nivel de acceso determina
este indicador, pero las iguala en
ponderación y suma nuevos in-
dicadores relacionados al apren-
dizaje escolar, inseguridad ali-
mentaria, controles de salud
preventiva, cuidados no remu-
nerados, déficit habitacional y
conectividad digital.

Las estimaciones también dan
cuenta de que este indicador se
vuelve más exigente, aumentan-
do la población carente en todas
las dimensiones medidas. 

De acuerdo con recomendaciones de la Comisión Asesora Presidencial:

Con una medición más
exigente, la pobreza en Chile
más que se triplica y abarca
hasta un 22,3% de la población
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Las conclusiones del grupo apuntan a
“subir la vara” en los criterios que
determinan la línea de la pobreza, como el
acceso a alimentación saludable. Además,
de incorporar nuevas tendencias de
consumo, como las plataformas digitales.
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n Paulina Henoch, integrante 
de la comisión: “No es que las
condiciones de vida de la
población hayan empeorado”

—¿Cómo se interpreta que, de acuerdo a las recomendaciones de
la comisión, la tasa de pobreza sea de 22,3% en la última Casen?

“Esta estimación refleja la aplicación de nuevos criterios más
exigentes para medir la pobreza recomendados por la comisión. No
es que las condiciones de vida de la población hayan empeorado,
sino que el umbral con el que se mide la pobreza es mayor. Esto se
debe a una canasta básica de alimentos más actual y representati-
va, al uso de precios realmente pagados por los hogares y la elimi-
nación del alquiler imputado del ingreso total”.

—¿Cómo se debe orientar la política pública, especialmente en
materia económica, a la luz de estos resultados?

“Los nuevos resultados muestran que una parte importante de la
población enfrenta carencias, muchas ligadas a un menor dinamismo
económico y al debilitamiento del mercado laboral. Por eso, la política
pública debe focalizarse en los grupos más vulnerables, identificados
con la nueva medición”.

—¿Por qué era importante incorporar una canasta “saludable”
de alimentos como referencia para la línea de la pobreza? 

“Esta decisión se inspira en estándares internacionales, como las
recomendaciones de la Comisión Lancet, que promueve dietas saluda-
bles. Sin embargo, también se buscó que la canasta refleje los hábitos
de consumo de la población, evitando imponer criterios alejados de la
realidad nacional”.


